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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora María Yakeline Loaiza Quiroz  en contra de la Fiscalía 38 Seccional de esta ciudad por considerar vulnerados sus derechos  fundamentales de petición, a la información y de las víctimas.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Narró la señora María Yakeline Loaiza Quiroz que su compañero permanente fue asesinado el 27 de mayo de 2013, por lo que radicó un derecho de petición ante la Fiscalía 38 Seccional, autoridad que le contestó lo siguiente: “ en respuesta a su oficio radicado en este despacho el día 27-06-2017 me permito informarle que formalmente mediante formulación de cargos, no se ha vinculado a ninguna persona a la investigación, pero si se tiene información que indica que probablemente su muerte tiene relación con su factible vinculación a una banda criminal.”

Igualmente, la Fiscalía le informó a la accionante que el caso se encuentra en etapa de indagación, por lo que se han ejecutado las actividades investigativas necesarias para recolectar el material probatorio y evidencia física necesarios para inferir razonablemente la autoría o participación de persona indeterterminada (sic) dentro de los hechos investigados.

Señaló que si bien su petición fue contestada oportunamente, su derecho fundamental a la información está siendo vulnerado puesto que no se ha individualizado autor o partícipe del delito, lo que le ha impedido reclamar las prestaciones económicas de “acción social”, pues esa entidad no indemniza a víctimas o miembros de las BACRIM.

Por lo anterior, la accionante requiere que el ente acusador indique en su respuesta que no se tiene certeza de la real autoría o participación del homicidio aludido.  Además, considero que el término de la indagación preliminar se ha superado, según lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 1453 de 2011
Manifestó que ella nunca  ha dicho que su compañero pertenecía a bandas criminales.  En tal virtud, necesita una información veraz que no esté basada en suposiciones investigativas.

Solicitó que se ordene a la Fiscalía 38 Seccional que modifique la información contenida en sus respuestas e indicar “lisa y llanamente” que no se tiene autores o participes del homicidio sin mencionar la palabra BACRIM, ya que no se tiene individualizado ningún miembro activo o retirado de dicha banda.
2.3. Mediante auto del 12 de febrero de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo y se ordenó correr traslado de la misma a la autoridad accionada (Fl. 8).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. FISCALIA 38 SECCIONAL SUBUNIDAD DE VIDA DE PEREIRA
Su titular informó que  ese despacho, mediante la Resolución DSF-015 del 26 de enero de 2017, le fueron asignadas las diligencias bajo el NUNC 660016000035201302532, por la conducta punible de homicidio, en hechos acontecidos el día 27 de mayo de 2013, en el Kilómetro 5+100 de la variante Romelia - Mercasa -Parque Industrial de esta ciudad, en los que fue muerto el señor Jhon Jairo Castaño Ramírez, el que según el dictamen pericial de necropsia 2013010166001000273 fechado el 28/05/2013, la causa básica de su deceso fue haber sufrido heridas por proyectil de arma de fuego, con politraumatismo, trauma craneoencefálico severo, shock neurogenico y la muerte (catorce -14- impactos de bala): “manera de la muerte: violenta – homicidio”.
Señaló que las mencionadas diligencias se encuentran en etapa de indagación, toda vez que de las labores investigativas, los EMP, EF e información legalmente obtenida, no ha sido posible establecer la individualización o identidad del o los responsables de la conducta criminal.

Respecto a lo pretendido por la accionante, advirtió  lo siguiente:

1.
El 27 de junio de 2017 se recibió en esa Fiscalía un derecho de petición impetrado por la señora  Loaiza Quiroz, el cual fue contestado mediante el oficio F-38 - 226 de la misma fecha, en el que se hizo mención que la muerte del señor Jhon Jairo Castaño Ramírez podría tener relación a su presunta vinculación a una Banda Criminal, en virtud a las "manifestaciones" que a ese respecto hiciera en entrevista rendida el 28/06/2013, la joven Yuliana Idárraga Rendón, quien se identificó como "esposa o compañera sentimental" del occiso.

2.
Que frente a la referida respuesta, dada de forma más que oportuna y dentro del término de ley, la peticionaria eleva una nueva solicitud, pidiendo, que de no tenerse elementos EMP o EF que acrediten con certeza la supuesta vinculación de su compañero Jhon Jairo Castaño Ramírez a una BACRIM, se le expidiera constancia sin tal manifestación.

3.
Esa Fiscalía consideró que le asistía la razón a la peticionaria, en el sentido que sólo se trata de una hipótesis que no se afinca en elementos robustos y sólidos; por lo tanto, el 16 de agosto de 2017 se le expidió una constancia, dentro de los términos solicitados, la que fue enviada mediante planilla No. 054 del 16 de agosto de 2017, por medio de la Empresa de Correo 472, de lo cual se anexa copia.

4.
Aunado  a lo anterior, se anexa copia del oficio 117/F38 VIDA del 13 de febrero de 2018, donde se reitera la respuesta dada a la peticionario, toda vez que la presente acción de tutela se acompañó de un nuevo derecho de petición en idénticos términos.

5.
Que en entrevista sostenida con la peticionaria, se logró establecer que cambió de residencia, siendo su nuevo domicilio la calle 106 No. 45 A 43 Interior 301 de Medellín, lo que parece explicar que posiblemente no haya recibido la respuesta corregida.

Por lo anterior, consideró que no le asiste ningún fundamento de hecho o de derechos a la accionante.

Agregó que la indagación aludida se está pendiente del resultado de unas labores investigativas que fueron ordenadas esa Fiscalía y que pretenden conducir al esclarecimiento de los hechos investigados y la judicialización de sus autores (Fls. 14 y 15)
Anexó copias de los siguientes documentos: i) constancia expedida el 16 de agosto de 2017 a la señora Loaiza Quiroz, ii) planilla de correo enviado por la empresa  de mensajería 472 dirigida a la accionante a la dirección “Carrera 45 A-39 INTERIOR 302 BARRIO LOS BALSOS, MEDELLIN, ANTIOQUIA” y iii) respuesta del 13 de febrero de 2018 dirigida a la actora a la dirección “calle 106 A No.45 A 43 interior 301, Tel 322610431, Medellín, Antioquia, la que fue enviada según relación en la planilla de correo del 14 de febrero de 2018 de la empresa de mensajería 472 (Fls. 16-20).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Ronny Ospina Espitia, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Con respecto al derecho de petición la Ley 1755 de 2015, señaló lo siguiente en los artículos 13 y 14:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.
 
Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.”
4.5.1. 4.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, observa la Sala que la señora María Yakeline Loaiza Quiroz  acudió al juez constitucional en aras de obtener de la Fiscalía 38 Seccional de esta capital  la respuesta a su petición, en el entendido de que se indicara que en la investigación que se sigue por la muerte del señor Jhon Jairo Castaño Ramírez, ocurrida el 27 de mayo de 2013,  no se tiene conocimiento los autores o partícipes de la misma y sin mencionar la palabra BACRIM.

4.6.2.  De las pruebas allegadas por parte de la Fiscalía 38 Seccional se desprende que desde el 16 de agosto de 2017 ya se había enviado a la señora Loaiza Quiroz una certificación donde constaba el estado en que se encuentra la investigación que se sigue por el delito de homicidio, donde aparece como occiso el señor Castaño Ramírez, de la que se desprende que no se hace manifestación alguna sobre bandas criminales BACRIM (Fl. 16), lo cual fue reiterado en la respuesta del 13 de febrero de 2018 (Fls.18 y 19).
4.6.3.  Significa lo anterior, que dentro del presente trámite se logró determinar que el motivo por el cual la actora imploró el amparo de sus derechos fundamentales se encuentra superado, toda vez que la respuesta emitida por la Delegada de la Fiscalía 38 Seccional a la señora  Loaiza Quiroz, no solo es de fondo y  congruente con lo requerido, sino que en las contestaciones aludidas, el ente investigador consignó la información en los términos como fueron solicitados por la accionante.
4.6.4. Así las cosas, esta Sala considera que no hay necesidad de emitir un pronunciamiento al haberse configurado una carencia actual de objeto, y por ende, no está llamada a proferir orden alguna en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por el actor, según lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”

4.6.5. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional n sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
 
(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. 

 
Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.

(..) El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”[7].  (Subrayas nuestras)
Por lo anterior y frente a la actuación de la autoridad demandada,  Sala concluye que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por el actor desapareció, no existiendo orden alguna que impartir.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO dentro de la acción de tutela presentada por la señora María Yakeline Loaiza Quiroz en contra de la Fiscalía 38 Seccional de Pereira.  
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ 

Secretario 
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